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	ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2015, Año de la Lucha Contra el Cáncer”


	



Iniciativa con proyecto de Decreto para modificar el segundo párrafo al artículo 1º, y adicionar dos párrafos  a la fracción III del artículo 19 de la Ley de Justicia Constitucional Local para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

· En relación al plazo para que sean resultas las resolución de las acciones de inconstitucionalidad y las controversias constitucionales.

Planteada por el Diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 13 de Mayo de 2015.

Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.

Fecha del Dictamen: 9 de Septiembre de 2015.
Decreto No. 154
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado:
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 
Iniciativa que presenta el diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con los diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal” del Partido Acción Nacional; en ejercicio de la facultad legislativa que nos concede el artículo 59 Fracción I, 67 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y con fundamento en los artículos 22 Fracción V, 144 Fracción I, 158, 159 Y 160  de la Ley Orgánica del Congreso Local, presentamos una INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA MODIFICAR EL SEGUNDO PÁRRAFO AL ARTÍCULO 1º, Y ADICIONAR DOS PÁRRAFOS  A LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 19 DE LA LEY DE JUSTICIA CONSTITUCIONAL LOCAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

Con base en la siguiente:
Exposición de motivos

La Ley de Justicia Constitucional Local de la entidad desarrolla y regula de forma principal dos recursos constitucionales que son de todos conocidos: la  Controversia Constitucional y la Acción de Inconstitucionalidad. Para conocer y resolver estos medios de defensa está el Tribunal Constitucional, conformado por el Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza. 
En forma abreviada y de acuerdo al texto normativo en cita, las controversias constitucionales tienen por finalidad dirimir los conflictos entre los poderes del estado, entre éstos y los ayuntamientos; así como los suscitados entre organismos públicos autónomos, paraestatales, paramunicipales y descentralizados; o entre cualquiera de todos los entes ya mencionados por invasión (de unos a otros) de sus respectivas esferas de competencia y atribuciones.

La acción de inconstitucionalidad tiene por objeto plantear y dirimir la contradicción entre una norma y la Constitución Política del Estado en atención al Principio de Supremacía Constitucional.

Si bien para ambos recursos hay un procedimiento que el Tribunal Constitucional debe seguir minuciosamente y que derivaría en una sentencia emitida en cierto tiempo, la verdad es que el Tribunal suele exceder por mucho cualquier plazo que se estime pronto  o razonable para resolver, especialmente con las acciones de inconstitucionalidad; y sobre todo, cuando versan sobre combatir leyes o reformas locales que son evidentemente inconstitucionales. Existen casos documentados de acciones de inconstitucionalidad que se “resolvieron” hasta varios años después de presentada la demanda original. El objetivo es simple y evidente: no resolver para que el afectado no pueda acudir a una segunda instancia federal, donde, probablemente, y, en muchos casos, le asistiría la razón, y la justicia de la unión le ampararía y protegería.

El artículo 17 Constitucional establece que todos en México tenemos derecho a recibir de parte de los tribunales justicia pronta y expedita, y, el legislador, debe cuidar que dicha condición quede plasmada en las leyes cuando se trata de impartición de justicia y resolución de recursos legales (administrativos y judiciales). De ese modo, las autoridades no sólo cumplirán con esta garantía constitucional por esta considerada en nuestra Carta Magna; además se verán obligadas a cumplir con la norma secundaria que les imponga un plazo cierto y evidente para concluir con un proceso legal determinado según cada ordenamiento.

La siguiente tesis de la Corte, del año 2011, establece de modo claro los derechos del ciudadano en este rubro:

Novena Época

Registro: 162163

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Tesis Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

 XXXIII, Mayo de 2011

Materia(s): Constitucional

Tesis: XXXI.4 K

Página:  1105

DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. SE RESPETA EN LA MEDIDA EN QUE SE ATIENDEN LOS ASPECTOS FORMAL Y MATERIAL EN QUE SE MANIFIESTA.

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 1a./J. 42/2007, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, abril de 2007, página 124, de rubro: "GARANTÍA A LA TUTELA JURISDICCIONAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. SUS ALCANCES.",  definió la garantía a la tutela como "... el derecho público subjetivo que toda persona tiene, dentro de los plazos y términos que fijen las leyes, para acceder de manera expedita a tribunales independientes e imparciales, a plantear una pretensión o a defenderse de ella, con el fin de que a través de un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre la pretensión o la defensa y, en su caso, se ejecute esa decisión ...". Por otra parte, el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José, Costa Rica 1969), relativo a la protección judicial, señala que "toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido. ... que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente convención.", asimismo, establece el compromiso de los Estados Partes a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga el recurso; a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso. De lo anterior se advierte que el Estado Mexicano ha reconocido el acceso a la justicia como un derecho fundamental; sin embargo, para que éste realmente se concrete en la esfera jurídica de los gobernados, es necesario precisar que se manifiesta en dos aspectos complementarios: uno formal y otro material. El aspecto formal del acceso a la justicia se refiere a la obligación de las autoridades de dar respuesta de manera pronta, completa, imparcial y gratuita a las solicitudes de los particulares (partes en un procedimiento) respetando las formalidades del procedimiento......

En este orden de ideas, ninguna autoridad puede ni debe negarle al ciudadano o a la persona moral privada o pública, el derecho de acceder a procesos que sean resueltos en tiempo razonable y le permitan seguir adelante con sus medios de defensa hasta agotar la última instancia que las leyes le permitan. Como legisladores nos toca hacer la parte que nos corresponde, subsanando  y corrigiendo desde el ámbito legislativo esta clase de vacíos o lagunas, cuando son “aprovechadas” por las autoridades para obstaculizar la garantía de acceso a justicia pronta y expedita a las personas.

Por todo lo expuesto, tenemos a bien presentar la presente iniciativa con proyecto de:

DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO: SE MODIFICA EL SEGUNDO PARRAFO DEL ARTÍCULO 1º Y SE ADICIONAN DOS PARRAFOS A LA FRACCIÓN III DEL ARTICULO 19 DE LA LEY DE JUSTICIA CONSTITUCIONAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA; PARA QUEDAR COMO SIGUE:

Artículo 1…….
Su objeto es dirimir de manera definitiva, pronta e inatacable los conflictos constitucionales que surjan dentro del ámbito interno de la entidad, conforme al artículo 158 de su Constitución y esta Ley, sin perjuicio de lo previsto en los artículos 41, 99, 103, 105 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

…………….

Artículo 19.  …………….

I a la II….

III……..

Las acciones de inconstitucionalidad y las controversias constitucionales serán resueltas en un plazo máximo de seis meses contados a partir del día siguiente a la fecha de recepción de la demanda original.

El Tribunal Constitucional, de oficio, analizará los recursos señalados en el párrafo anterior que, por sus características, deban resolverse con urgencia y en breve tiempo a fin de evitar la consumación de actos irremediablemente consumados en perjuicio de las partes o generarles daños de imposible reparación.

……………

TRANSITORIOS

Primero.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Segundo.-  Se derogan todas las disposiciones que se opongan a la presente.
 A T E N T A M E N T E

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA  Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”

Saltillo Coahuila, a 13 de mayo del 2015

GRUPO PARLAMENTARIO   “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”
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DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS           
       DIP. ARMANDO PRUNEDA VALDEZ

DIP. JESUS DE LEÓN TELLO 
DIP. LARIZA MONTIEL LUIS


       COORDINADOR
DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRARAS
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